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Boletín N° 62‑10

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLA​ MENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA, RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA LOS PROTOCOLOS ADICIONALES A LOS CONVENIOS DE GINEBRA DE 1949

Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo mediante el cual S.E. el Presidente de la República ha sometido a vuestra consideración los Protocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra de 1949.

Durante el estudio de estos Protocolos, vuestra Comisión escuchó a las siguientes personas:

‑ Al señor Eduardo Vio Grossi, Director Jurídico del Ministerio de
Relaciones Exteriores; ‑ Al señor Roberto Garretón Merino, Asesor de dicha Secretaría de Estado;

‑ Al señor Fernando Parga Santeliccr>, Jefe del Departamento de Tratados del mismo Ministerio, y

‑ Al señor Gérard Peytrignet, Jefe de la Delegación del Comité Internacional de la Cruz Roja (C.I.C.R.), en Chile.

I.‑ ANTECEDENTES GENERALES

Los Convenios de Ginebra, de 1949, y sus Protocolos Adicionales conforman, como lo dice el Mensaje, el estatuto universal del Derecho Internacional Humanitario, o del Derecho de Ginebra, como también se le conoce, entendiéndose por tal el conjunto de .reglas tendientes a la protección, en caso de conflicto armado, de las personas afectas por los males que causa ese conflicto y, por extensión, de los bienes que no tienen relación con las operaciones militares. 

Este derecho empieza a gestarse a partir del año 1864, con la firma del "Convenio para mejorar la suerte que corren los militares heridos de los ejércitos en campaña", inspirado, fundamentalmente, en las dramáticas experiencias vividas en la Batalla de Solferino, por Henry Dunant.

Desde entonces, esta rama del dere​cho internacional ha estado en permanente proceso de perfeccionamiento, gracias a la constante preocupación del Comité Internacional de la Cruz Roja, lo que ha permitido la celebración periódica de nuevos Convenios de Ginebra, principalmente después de las dos Guerras Mundiales, siempre con la participación de nuestro, país.

El primer Convenio de Ginebra de 1854, fue promulgado en Chile por decreto del 28 de junio de 1879, y el Convenio de Ginebra de 1929, elaborado después de la Primera Guerra Mundial, fue promulgado por decreto 1l° 512, de 1933, ambos decretos supremos del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Los Convenios de Ginebra, todos fe​chados el 12 de agosto de 1949, son cuatro tratados internacionales que recogieron, principalmente, las experiencias de la Segunda Guerra Mundial, aprobados en una Conferencia Internacional en la que estuvieron representados 63 Estados, incluido Chile, y que se refieren a las materias siguientes:

‑ El I Convenio: alivio de la suerte que corren los heridos y los enfermos de las fuerzas armadas en campaña.

y

‑ E1 II Convenio: alivio de la suerte que corren los heridos, los enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar.

‑ El III Convenio: trato debido a los prisioneros de guerra.

‑ El IV Convenio: protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra.

La aceptación universal de estos tratados la prueba el hecho de que al 31 de mayo de 1990, dé 171 Estados existentes en la comunidad internacional, 165 Estados los habían ratificado. Los únicos que no lo habían hecho eran: Bután, Birmania, Burundi, Kiribati, Maldivas y Naurú.

Chile fue el primer país latinoamericano y el cuarto en el mundo en suscribirlos e incorporarlos a su orden jurídico interno por decreto supremo N° 752, de 1950, publicado en el Diario Oficial de los días 17, 18, 19 y 20 de abril de 1950.

E1 propósito fundamental perseguido en sus 429 artículos, es lograr el respeto y la dignidad del ser humano durante el desarrollo de los conflictos armados. En ellos se estipula que las personas que no participan directamente en las hostilidades y las que están fuera de combate a causa de enfermedad, herida, cautiverio o por cualquier otro motivo, deben ser respetadas, protegidas contra los efectos de la guerra, y las que sufren deben ser socorridas y atendidas sin distinción.

La etapa más reciente en la evolu​ción del Derecho de Ginebra se cumplió el año 1977, con la aprobación de los dos Protocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra, de 1949, por más de un centenar de países representados en la Conferencia, Diplomática sobre la Reafirmación y el Desarrollo del Derecho Internacional Humanitario aplicable a los Conflictos Armados, convocada, a instancias del C.I.C.R., por el Consejo Federal Suizo, entre los años 1974 y 1977, en la que nuestro país también estuvo presente.

El Protocolo, contiene normas relativa a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales, y el Protocolo II, se refiere a la Protección de las Armados sin Carácter Internacional.

Al 31 de mayo de 1990, se habían hecho Parte del Protocolo I: 96 Estados, y del Protocolo II: 86 Estados.
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Dieciocho de dichos Estados son de América Latina y El Caribe. Entre ellos se cuentan Argentina, Bolivia y Perú, que aparecen ratificando los dos Protocolos; en cambio, Cuba y México sólo lo han hecho con el Protocolo I.

A estos tratados se les denomina "Protocolos Adicionales" porque el propósito fundamental que se  persigue con ellos no es  sustituir los Convenios de Ginebra, de 1949, sino, solamente, completarlos con las medidas que permitan reforzar la aplicación de sus normas protectoras de las víctimas de los conflictos

armados.

S.E. el Presidente de la República, según lo expresa en el Mensaje, ha decidido someter a vuestra aprobación estos Protocolos Adicionales porque el Gobierno concuerda plenamente con sus objetivos.
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Su aprobación parlamentaria es indispensable para que el Jefe del Estado pueda ratificarlos y el proyecto de ,cuerdo en trámite es el recurso constitucional idóneo para ello, conforme a lo dispuesto por los artículos 32, N° 17, y 50,  N°1, de la Carta Fundamental. 

A mayor abundamiento, cabe señala​ros, además, que el orden jurídico interno no ha estado ajeno a recepcionar los Convenios de Ginebra, como se puede observar en los siguientes antecedentes:

‑ La ley Nº 3.924, designó a la Cruz Roja Chilena, como órgano auxiliar de las autoridades sanitarias militares, encargadas de atender, en tiempo de guerra, al mejoramiento de la:> condiciones de los heridos, enfermos y prisioneros de guerra. Además, la ley N° 6.371, la autorizó para hacer uso del emblema y nombre de la Cruz Roja en tiempo de guerra y para actividades humanitarias en tiempo de paz; emblema y nombre que han sido establecidos y protegidos por los Convenios de Ginebra.




‑ El decreto supremo, de la Subsecretaría de Guerra, N° 136, de 1963, reglamento general de la Cruz Foja Chilena, señala que una de las misiones especiales de esta institución es dar cumplimiento a los referidos Convenios ratificados por el Gobierno de Chile.

II.‑ SINTESIS DE LOS PROTOCOLOS ADICIONALES EN TRAMITE

Estos instrumentos constan: de 102 artículos, agrupados en 6 títulos, y de 2 Anexos, el Protocolo I, y de 28 artículos, divididos en 5 títulos, el Protocolo II.

A.‑ Reseña general del Protocolo I.

Siguiendo el orden de sus títulos, el contenido general de este instrumento es e7 siguiente:

‑ Título I: relativo a "disposicio​nes generales", contempla, principalmente los principios generales que las Altas Partes contratantes se comprometen a respetar y hacer respetar en toda circunstancia y define el ámbito de aplicación del Protocolo y de los Convenios de Ginebra en el plano de los conflictos armados internacionales (artículos 1 a 7).

- Título II: se refiere a "heridos, enfermos y náufragos" y contiene normas sobre: protección general de las personas que se encuentren en tales condiciones ;transportes  sanitarios y personas desaparecidas y fallecidas (artículos 8 a 34).
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‑ Título III: se ocupa de los "métodos y medios de guerra, estatuto de combatiente y de prisionero de guerra" (artículos 35 a 47).

‑ Título IV: relativo a la "población civil", regula la protección general contra los efectos de las hostilidades, tanto de la población civil como de los bienes civiles; los socorros en su favor y el trato a las personas en poder de una parte en conflicto (artículos 48 a 79).

‑ Título V: trata de la ejecución de los Convenios y del Protocolo I, establece las facilidades que las Partes en conflicto darán para el desarrollo de las actividades del C.I.C.R. y de las demás organizaciones internacionales humanitarias y constituye la Comisión Internacional de Encuesta, encargada de investigar las denuncias graves de las normas de los Convenios o del i Protocolo (artículos 80 a 91) .

‑ Título VI: contempla las disposi​ciones finales comunes a todo tratado multilateral, tales como las concernientes a firma, ratificación, adhesión, vigencia, enmiendas, revisión, denuncia, registro y depósito del Protocolo (artículos 92 a 102) .
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El Anexo I: es el reglamento relati​vo a la identificación del personal sanitario y religioso, civil y permanente; de las unidades y los medios de transporte sanitarios y de  los servicios de protección civil (artículos 1 a 16).
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El Anexo II: aprueba el modelo de la tarjeta de identidad de periodista en misión peligrosa.
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B.‑ RESEÑA GENERAL DEL PROTOCOLO II.

El contenido general de este instrumento, según el orden de sus títulos, es el siguiente:

Título I: se refiere al ámbito de aplicación material y personal de sus disposiciones y al respeto del principio de no intervención en el conflicto o en los asuntos internos o externos del Estado en conflicto (artículos 1 a 3).

‑ Título II: relativo a "trato humano". Contempla las garantías fundamentales que se establecen en favor de las personas que no participan directamente en las hostilidades o que hayan dejado de participar en ellas, especialmente en el caso de las personas privadas de libertad (artículos 4 y 6).

‑ Título III: se ocupa de los "heridos, enfermos y náufragos" de su protección, asistencia y búsqueda (artículos 7 a 12).

‑ Título IV: trata de la "población civil" y señala las normas de protección de las personas y bienes, civiles (artículos 13 a l8).

- Título V: disposiciones finales  análogas a las previstas en el título VI del Protocolo I (artículos 19 a 28).

Gran parte de los 146 artículos de estos Protocolos Adicionales tiene alcances reglamentarios de normas generales actualmente vigentes en virtud de los Convenios de Ginebra, de 1949; de manera tal que os haremos una reseña de las principales innovaciones que ellas introducen antes que extender este informe en una exposición detallada del contenido de cada uno de dichos artículos.

C.‑ LAS PRINCIPALES INNOVACIONES QUE LOS PROTOCOLOS INTRODUCEN EN EL REGIMEN DE LOS CONVENIOS DE GINEBRA.

1.‑ La más trascendente de estas innovaciones es la que amplía el ámbito de aplicación del derecho internacional humanitario, tanto en el caso de los conflictos armados internacionales, como en aquellos conflictos armados sin carácter internacional..

En el primer caso, la protección de las víctimas de la guerra, en los casos de guerra declarada o de cualquier conflicto armado que surja entre dos o varias Altas Partes contratantes, por lo tanto de guerra o conflicto armado internacional, previstos en el artículo 2 común a dichos Convenios, el Protocolo I la extiende a los conflictos armados en que los pueblos luchan contra la dominación colonial y la ocupación extranjera y contra los regímenes racistas, en el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación, consagrado en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración sobre los principios de derecho internacional referente a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con dicha Carta.

E1 referido derecho lo consagra la Carta de l a ONU en el N° 2 de su artículo 1 y l a declaración señalada corresponde a 1 a aprobada por 1 a Asamblea General de 1 a ONU mediante su resolución 2625 (XXV), de fecha 24 de octubre de 1970.

E1 Mensaje hace notar que de acuerdo a como ha sido desarrollado por las Naciones Unidas el principio de la libre determinación, él no autoriza el quebrantamiento o la mutilación de Estados soberanos ni tampoco constituye un estímulo a los movimientos de secesión o independentistas.

Por su parte, el Protocolo II, desa​rrolla y completa el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra, de 1949, aplicable a los conflictos armados que no son de índole internacional, haciéndolo extensivo a los casos de conflictos que surjan  entre las fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte del territorio del Estado un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar, además, las normas del Protocolo II.

El Nº 2 del  artículo 1 del Protocolo II señala, expresamente, que sus disposiciones; es decir, el régimen de protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional, no se aplica a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que no sean conflictos armados.

El Mensaje precisa que la aplicación de las normas de] Protocolo II no modifica el estatuto jurídico de las Partes contendientes: "El Gobierno legal permanece como único sujeto de derecho internacional y la aplicación de dichos instrumentos -refiriéndose a los convenios de Ginebra- no otorga a la Parte insurgente ningún reconocimiento.".

Las normas del artículo 3  del Protocolo II, relativas al principio de no intervención, corroboran, según el Mensaje, su afirmación anterior, por cuanto ellas no permiten invocar disposición alguna del Protocolo con el objeto de menoscabar la soberanía del Estado o la responsabilidad que incumbe al Gobierno de mantener o restablecer la ley y el orden en el Estado o de defender la unidad nacional y la integridad territorial del  Estado por todos los medios  legítimos; además que ninguna de tales normas podrá invocarse como justificación para  intervenir, directa o indirectamente, sea cual fuere la razón, en el conflicto armado o en los asuntos internos o externos de la Alta Parte contratante en cuyo territorio tenga lugar ese conflicto.

El Mensaje destaca también que la aplicación del Protocolo II no  está prevista para el caso de enfrentamientos pasajeros o esporádicos entre el Estado y quienes se 
opongan a él, ya que en los conflictos
armados internos "se requiere un alto nivel de intensidad en las hostilidades, en todo caso mayor que la del artículo 3 común y, al efecto se consigna -- dice  el Mensaje‑ que las Fuerzas Armadas disidentes o grupos armados deben estar organizados bajo un mando responsable y, además, controlar una porción del territorio que permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas como asimismo tener capacidad para aplicar i las reglas del Protocolo...".

2.‑ E1 Protocolo I, por otra parte, amplía el ámbito de los Convenios de Ginebra al extender a los civiles el régimen de protección establecido sólo para los miembros de las fuerzas armadas heridos, enfermos o náufragos, según lo disponen las letras a) y b) del artículo 8 del Protocolo I, en relación con los artículos 12 y 13 de los Convenios I y II.

En el marco de la protección de la salud y de la integridad física o mental de estas personas que caigan en poder del adversario o que sean internadas, detenidas o privadas de libertad se han contemplado en el artículo 11, números 2 y 3, nuevas normas que prohíben, aún con el asentimiento de ellas, practicarles mutilaciones
físicas,
experimentos
médicos o científicos
o extracciones de tejidos u órganos para trasplantes. Sólo se exceptúan las donaciones de sangre para transfusiones o de piel para injertos con fines terapéuticos.

Asimismo se amplía el ámbito de la aplicación de los Convenios de Ginebra, a propósito del personal religioso. Mientras el Convenio I se refiere sólo a los capellanes agregados a las fuerzas armadas el Protocolo I, extiende la protección en la letra d) de su artículo 8 a todas las personas, sean militares o civiles, dedicadas exclusivamente al ejercicio de su ministerio, entre las cuales pueden estar los capellanes. 

3‑ A los criterios de no discriminación previstos en los Convenios I y II, se agregan por el N° 1 del artículo 9° del Protocolo I, el color, el origen social, la fortuna y el nacimiento. En virtud de dicho precepto, nadie puede ser objeto de una distinción desfavorable por tales motivos o por otros que señala la norma y que ya se contemplan en los Convenios de Ginebra.

4.‑  E1 Protocolo I amplía la regulación de las operaciones de búsqueda de personas desaparecidas y fallecidas.

E1 principio general que consagra su artículo 32 otorga a las familias de las víctimas de los conflictos armados el derecho de conocer la suerte de sus miembros.

Para el caso de personas desapa​recidas se establece un sistema de búsqueda a base de la Agencia y
Central de Búsqueda del C.I.C.R., en la que se canalizarán todas la informaciones. Dentro de este sistema se permite en el artículo 33 la constitución de grupos especiales para buscar, identificar y recuperar los muertos del campo de batalla.

En cuanto a los restos de las personas fallecidas se dispone en el N° 2 del artículo 34, que se deberá facilitar a los miembros de las familias el acceso a las sepulturas, la repatriación de los restos y la devolución de los efectos personales al país de origen.
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5.‑ E1 derecho de los Estados a elegir los métodos y medios de guerra se restringe en el artículo 35 y siguientes del Protocolo I, declarando que tal derecho no es ilimitado y prohibiendo las armas que causen males superfluos o sufrimientos innecesarios a las personas o daños duraderos y graves al medio ambiente natural.

En este orden, se prohíben los ataques indiscriminados a la población civil así como los ataques a localidades habitadas no defendidas, según los términos de los artículos 51, N° 4, y 59 N° 1, respectivamente.

6.‑ Se incorporan por los artículos 41 y 42, normas de protección al enemigo fuera de combate y a quien se ' lanza en paracaídas desde un avión en peligro, con la condición de que quienes se encuentren en tales situaciones no realicen actos hostiles o no traten de evadirse.

7.‑ Se define al combatiente como al miembro de la fuerzas armadas de una Parte en conflicto con derecho a participar en las hostilidades, y sólo a él se le confiere el estatuto de prisionero de guerra, conforme lo preceptuado por los artículos 43,N° 2, y 44, N° 1.

Con el objeto de promover la protección de la población civil contra los efectos de las hostilidades, el N° 3 del artículo 44 dispone que los combatientes están obligados a distinguirse de la población civil en el curso del ataque. Sin embargo, se reconoce que hay situaciones en las que por la índole de las hostilidades no es posible distinguir al combatiente de la población civil, casos en los cuales se mantiene para el combatiente su estatuto de tal a condición que siempre lleve sus armas a la vista, durante todo el enfrentamiento militar y durante el tiempo en que sea visible para el enemigo.
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E1 combatiente que caiga en poder de una parte adversa y no reúna las condiciones señaladas perderá el derecho de ser considerado prisionero de guerra, según lo señalado en el N° 4 del artículo 44. 

En beneficio de la protección de las personas que han tomado parte en las hostilidades se establece una presunción de prisionero de guerra hasta que un tribunal competente decida al respecto, en los términos del artículo 45.

En cambio, los miembros de las fuer​zas armadas de una Parte en conflicto, que caigan en poder de una parte adversa, mientras realizan actividades de espionaje no gozarán según el artículo 46, del estatuto de prisionero de guerra y podrá ser tratado como espía.

I

t

No obstante, se reconoce  dicho estatuto al miembro de las fuerzas armadas que realiza actividades de espionaje vistiendo su correspondiente uniforme y a quien recoge información de interés militar en un territorio ocupado en el cual él es residente.

A los mercenarios, se les niega el estatuto del combatiente o de prisionero de guerra, conforme lo 
dispuesto por el artículo 47.
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8.‑Se incorporan normas especiales para la protección de los siguientes bienes civiles:

,

‑ De los bienes culturales o de los lugares de culto. Respecto de ellos, se prohíbe, en el artículo 53, cometer actos de hostilidad dirigidos contra los  monumentos  históricos, obras de arte o lugares de culto que constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos, utilizarlos de apoyo del esfuerzo militar o hacerlos objeto de represalias.

‑ De los bienes indispensables para la supervivencia de la población civil. Al respecto el artículo 54 prohíbe, como método de guerra, hacer padecer hambre a las personas civiles; lo mismo que atacar, destruir, sustraer o inutilizar bienes tales como los artículos alimenticios y las zonas agrícolas que los producen.
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‑ De las obras e instalaciones que contienen fuerzas peligrosas, tales como las presas, diques y centrales nucleares de energía eléctrica, indicadas en el artículo 56.

Ellas no serán atacadas, aunque sean objetivos militares.

9.‑ A propósito del trato debido a  las personas en poder de una Parte en conflicto, se contemplan en el  artículo 75 diversas garantías fundamentales para permitirles una protección humanitaria mínima, sin discriminaciones.

Con tal objeto, se prohíben diversos actos atentatorios contra la vida, la salud y la integridad física y mental de las personas, en particular, el homicidio; la tortura; las penas corporales y las mutilaciones, entre otros.

Se contemplan también garantías judiciales, en el N° 4 del artículo 75, según las cuales no se impondrá condena ni se ejecutará pena alguna respecto de una persona declarada culpable de infracción penal relacionada con un conflicto armado, sino en virtud de sentencia de un tribunal imparcial, constituido con arreglo a la ley y que respete los principios generalmente reconocidos para el procedimiento judicial ordinario; entre otros principios el de la presunción de inocencia, mientras no se pruebe culpabilidad y el de no ser juzgado y condenado por delitos no existentes por delitos no existentes al momento de la infracción perseguida.

Entre las categorías de personas especialmente protegidas se contempla a las mujeres encinta o madres con niños de corta edad a su cargo. Respecto de ellas se dispone en el artículo 76 que se procurará evitar la imposición o ejecución de la pena de muerte por delitos relacionados con el conflicto armado.

Tratándose de niños, se contemplan medidas de protección que tienden a impedir el reclutamiento militar de menores de 15 años de edad o la ejecución de la pena de muerte cuando el acusado por delitos relacionados con el conflicto armado sea menor de 18 de edad, según lo señalan los números 2 y 5 del artículo 77.

10.‑ En favor de los periodistas que realicen misiones profesionales peligrosas en las zonas de conflicto armado se contemplan en el artículo 79 la medidas de protección siguientes:

‑ Se les considera civiles; esto es, no miembros de las fuerzas armadas y, en consecuencia, deben ser protegidos contra los peligros procedentes de la operaciones militares.
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‑ Para gozar de protección deben abstenerse de todo acto que afecte su estatuto de civil, entre ellos los de hostilidad. Esta protección es sin perjuicio del derecho que les asiste a gozar del estatuto de prisionero de guerra en su calidad de corresponsal de guerra que cae en poder del enemigo.

La condición de periodista se acredita mediante una tarjeta de identidad expedida por el Gobierno del Estado de su nacionalidad o residencia, o del país en que se encuentre la agencia de prensa u órgano informativo que emplee sus servicios, según modelo que se reproduce en el Anexo II del Protocolo

11.‑ Para reprimir las infracciones al derecho internacional humanitario codificado en los Convenios de Ginebra y en los Protocolos se dispone, en el N° 2 del artículo 85, que constituyen infracciones graves las que se cometen en contra de la I personas siguientes:

‑ Combatientes;

‑ Prisioneros de guerra;

‑ Personas favorecidas con la presunción de prisionero de guerra;

‑ Refugiados y apátridas;

- Heridos, enfermos y náufragos del adversario;

‑ Personal sanitario o religioso, y

‑Unidades sanitarias o medios de transporte sanitarios bajo control del adversario.

Además, en los N° 3 y 4 del referido artículo, se indican los actos intencionales, violatorios de las normas del Protocolo I, que constituyen infracciones graves cuando causan la muerte o atentan gravemente a la integridad física o a la salud, entre los cuales se pueden destacar: 

‑ Los ataques indiscriminados a la población civil o a los bienes de carácter civil, a sabiendas de que tal ataque causará muertos o heridos o daños excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa prevista;

‑ Los ataques a una persona a sa​biendas de que está fuera de combate; 

‑ Los ataques a monumentos históricos, obras de arte o lugares de culto claramente reconocidos, que constituyen el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos, y

‑ E1 privar a una persona protegida por el derecho internacional humanitario de su derecho a ser juzgada normal e imparcialmente.

Para investigar las infracciones graves que denuncie cualquier Alta Parte contratante en contra de otra Alta Parte, se constituye en el artículo 90, una Comisión Internacional de Encuesta, integrada por quince miembros de alta reputación moral y reconocida imparcialidad.

Los Estados pueden en cualquier mo​mento declarar que reconocen, ipso facto, sin acuerdo especial y bajo condición de reciprocidad, la competencia de esta Comisión para que investigue la denuncia o facilite, mediante los buenos oficios, el retorno a una actitud de respeto de los Convenios y del Protocolo I.

A1 31 de diciembre de 1989, dieci​siete Estados habían aceptado la competencia de esta Comisión, todos europeos , con excepción de Nueva Zelanda y Argelia. A esa fecha, ningún país latinoamericano había aceptado dicha competencia.

Los gastos administrativos de la Comisión son sufragados mediante contribuciones que hacen las Altas Partes contratantes que aceptan su competencia y con contribuciones voluntarias.

E1 artículo 91 señala que la Parte que viola las disposiciones de los Convenios y del Protocolo está obligada a indemnizar si hubiere lugar a ello. Además, se hace responsable de todos los actos cometidos por las personas que formen parte de sus fuerzas armadas.

12.‑ E1 tratamiento humanitario mínimo debido a las personas afectadas por los conflictos armados internos, el Protocolo II lo desarrolla y completa con disposiciones análogas a las aplicables a los conflictos armados internacionales.

fundamentales que se otorgan a las personas afectadas por los conflictos armados internos, contemplados en el N°1 del artículo 3 común a los Convenios de Ginebra, son aplicadas por el N° 2 del articulo 4 del Protocolo II, a los castigos colectivos, los actos de terrorismo, la violación, la prostitución forzada, la esclavitud, el pillaje y las amenazas de ejecutar en contra de ellos estos actos prohibidos.

Entre las categorías de personas protegidas se agregan, en el N°3 del artículo 4, normas especiales de protección pare los niños, semejantes a las previstas en el Protocolo I, para los conflictos armados internacionales. Es así como se prohíbe su reclutamiento en la fuerzas armadas o grupos armados si son menores de 15 ateos de edad; y se les mantiene el régimen de protección no obstante que hayan podido participar en las hostilidades.

También se regula, especialmente, en el artículo 5, la protección de personas privadas de libertad por motivos relacionados con el conflicto armado interno, a quienes, además de las garantías fundamentales y de las que se reconocen a los heridos y enfermos, se les confiere garantías a la alimentación, a la higiene, de protección contra los rigores del clima, a los socorros, al ejercicio de sus convicciones religiosas, todas análogas a las que se otorgan, en el caso de un conflicto armado internacional, a los prisioneros de guerra y a los internados civiles.

E1 Protocolo II también extiende su protección a determinadas categorías de bienes: los indispensables para la supervivencia de la población; los que contienen fuerzas peligrosas y los culturales y lugares de culto, conforme lo disponen los artículos 14, 15 y 16, respectivamente. 

Cabe hacer notar que el Protocolo II desarrolla y completa el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra, sin modificar sus actuales condiciones de aplicación, fijadas en sus incisos primero y tercero. A1 tenor de estos. incisos, los Estados Partes están obligados a aplicar en caso de conflicto armado interno i sólo el estatuto mínimo de garantías previstas en dicho artículo, ya que para aplicar en estos casos la totalidad o parte de las otras disposiciones de los Convenios, se requiere de acuerdos especiales entre las Partes del conflicto interno. Por ello, se ha señalado entre los especialistas que el artículo 3 es de por sí un "mini convenio" dentro de los grandes Convenios de Ginebra.

De tal modo que en los conflictos armados internacionales se aplican los Convenios de Ginebra, excepto el artículo 3, más las normas del Protocolo I; en cambio, en los conflictos armados internos se aplica sólo el artículo 3 de dichos Convenios, más las disposiciones del Protocolo II, a menos que las Partes en el conflicto interno celebren un acuerdo especial para aplicar también las otras normas de los Convenios.
y


I.

III.‑ DISCUSION EN LA COMISION

Vuestra Comisión de Relaciones Exte​riores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana debatió extensamente el contenido de los Protocolos Adicionales que S.E. el Presidente de la República os ha solicitado aprobar.
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Hubo consenso entre los señores Diputados miembros en compartir la vocación pacifista y humanitaria de los autores de estos instrumentos. Además, se estimó que nuestro país debe incorporarse a estos Protocolos Adicionales como una manera de reafirmar su adhesión histórica al derecho internacional humanitario, manifestada desde el año 1864, fecha del primer Convenio de Ginebra, hasta nuestros días, con la participación que tuvo en la Conferencia Internacional convocada entre los años 1974‑1977, para adoptar los referidos Protocolos.


En el plano de las relaciones inter​nacionales, la incorporación de Chile a estos Protocolos se juzgó oportuna dada la ratificación que de ellos han hecho diversos países latinoamericanos, incluidos los limítrofes.

Por otra parte, desde el punto de vista del derecho interno, la ratificación de estos Protocolos resulta concordante con las normas del artículo 5° de la Constitución 
Política, que obligan a los órganos del Estado a promover y respetar los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana reconocidos
en los tratados .ratificados por Chile y que se encuentren vigentes,
situación en la que están los Convenios de Ginebra, completados y no sustituidos por los Protocolos Adicionales en trámite.

i

A1 término de la discusión, vuestra Comisión decidió aprobar el proyecto de acuerdo, por la unanimidad de los señores Diputados miembros presentes, reemplazando en el artículo único el 10 de junio por el 8 de junio ya que en esta segunda fecha fueron adoptados los Protocolos por la Conferencia Internacional respectiva,
según consta en los pasajes del Acta Final de la Conferencia, insertos en la publicación de estos instrumentos hecha por el C.I.C.R. Además, se introducen otras modificaciones formales que no se detallan por ser obvias y sencillas y quedar salvadas en el texto que, por las consideraciones antes expuestas y las que os dará a conocer el señor Diputado Informante, os proponemos aprobar:

Proyecto de acuerdo:

"Artículo único.‑ Apruébanse los Protocolos Adicionales a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativos a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I), y a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II), adoptados el 8 de junio de 1977 por la Conferencia Diplomática sobre la Reafirmación y Desarrollo del Derecho Internacional Humanitario aplicable en los Conflictos Armados, celebrada en Ginebra, Suiza, y suscritos por Chile el 12 de diciembre del mismo año.”.

I

Se designó Diputado Informante al señor Diputado don Guillermo Yunge Bustamante.

Acordado en sesiones celebradas los días 13 y 26 de junio; 31 de julio; 7 y 21 de agosto de 1990,con la asistencia de los señores Diputados Yunge Bustamante, don Guillermo; Campos Quiroga, don Jaime; Dupré Silva, don Carlos; Faulbaum Mayorga, don Dionisio; Guzmán Álvarez, don Pedro; Kuzmicic Calderón, don Vladislav; Le Blanc Valenzuela, don Luis; Longton Guerrero, don Arturo; Letelier Morel, don Juan Pablo; Maluenda Campos, doña María; Mekis Martínez, don Federico; Navarrete Carvacho, don Luis; Pizarro Mackay, don Sergio; Pízarro Soto, don Jorge; Prokurica Prokurica, don Baldo; Ribera Neumann, don Teodoro; Rodríguez del Río, don Alfonso y Vilches Guzmán, don Carlos.

I

Sala de la Comisión, en 21 de agosto de 1990.

i

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión

